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ACCIONANTE:  JORGE WILLIAM VALENCIA G.



CONCEDE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 1ª instancia – 25 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara improcedencia y tutela derechos 

Radicación Nro. :
660012204000-2017-00099-00
Accionante: 
JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA
Accionado: 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – IMPROCEDENCIA. “Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que en principio no resultaría procedente atacar por esta vía la decisión judicial, como lo hace el accionante, por cuanto la misma no configura una vía de hecho en ninguna de las modalidades que ampliamente ha señalado la jurisprudencia. Igualmente, la acción constitucional, como mecanismo subsidiario y residual, no puede ser utilizado como una tercera instancia, ni mucho menos para reemplazar los procedimientos ordinarios establecidos, pues aunque en este caso el actor podía hacer uso de los recursos contra la decisión que le impuso la caución prendaria, pero se abstuvo de hacerlo con fundamentos netamente subjetivos y acudió a la acción de tutela para que se resolviera de fondo lo pedido.”. DERECHOS A LA DEFENSA Y AL DEBIDO PROCESO / LIBERTAD CONDICIONAL. “[E]stima la Sala que de la información arrimada al dossier se evidencian hechos externos a la providencia adoptada por el funcionario judicial que conllevan a predicar que el asunto aquí planteado tiene relevancia constitucional al avizorarse la afectación de la garantía del derecho de defensa del actor, como pasa a verse. De la información que se arrimó a esta Corporación por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas, se aprecia una irregularidad consistente en que para la fecha en que fue resuelta la petición elevada por el interno JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA, este carecía de defensa técnica, en tanto dicho auto no fue notificado a defensor alguno y ello fue corroborado por  la escribiente de esta Corporación quien al indagar por el apoderado del actor para comunicarle su vinculación a esta tutela, se dejó constancia que el mismo no tiene apoderado, pese a las averiguaciones allí efectuadas con el Asesor Jurídico del despacho, lo que implica que el interno no contó con la debida asistencia de un profesional del derecho que lo orientara en relación con la decisión de abril 18 de 2017, que aunque resultó favorable a sus intereses al otorgársele la libertad condicional, en ésta se le fijó una caución prendaria que considera exagerada. (…) Así las cosas y ante la irregularidad advertida no le queda otro camino a esta Colegiatura que dejar sin efectos el término de ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en abril 18 de 2017, y se ordenará a ese despacho que en el improrrogable plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este proveído, dé iniciación a los siguientes trámites: (i) adelante la gestión necesaria para obtener la designación de defensor adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Pública para el interno JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA, o en su defecto le sea asignado un defensor de oficio; (ii) se notifique al defensor nombrado los autos interlocutorios de fecha abril 18 y mayo 22 de 2017 -el que tampoco se le ha comunicado- con el fin de garantizar el debido proceso y derecho a la defensa técnica del sentenciado; y (iii) una vez surtidos los plazos de ejecutoria y en caso de presentarse recurso de apelación, deberá darle trámite a los mismos sin dilación alguna.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación No. 469
                                                                    Hora: 11:30 a.m. 
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al vulnerar sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia.     

2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el señor VALENCIA GARCÍA, se puede sintetizar así: (i) fue condenado a la pena de 10 años y 8 meses de prisión por tráfico de estupefacientes y en abril 19 de 2017 el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas le concedió la prisión domiciliaria, previo pago de una caución de 20 s.m.l.m.v.; (ii) carece de recursos económicos, para esa cifra está excluida la póliza de seguros, y aunque solicitó la exoneración del pago de la misma, el juez consideró que debía hacer las averiguaciones pertinentes ante diversas entidades, lo que vulnera sus derechos, pues de tener alguna propiedad o negocio tendría que venderlo para satisfacer el capricho del juez y dejar desprotegida a su familia; (iii) le es imposible pagar la suma ordenada y en consecuencia tendría que “pudrirse” en la cárcel por falta de dinero; (iv) aunque en días pasados solicitó se reconsiderara el valor de la caución, no se le ha dado respuesta y aunque ha pasado un mes desde que se le otorgó la libertad todavía se halla recluido en el centro penitenciario, por lo cual se le vulnera el derecho a su libertad condicional y aunque la ley dispone que se debe garantizar con caución, ella debe ser proporcional a sus capacidades, máxime que ésta puede sustituirse por una juratoria con miras a no continuar en el centro carcelario; (v) si bien no interpuso recursos, éstos son insuficientes e ineficaces frente a la prontitud que requiere para que sea resuelta su situación, amén de la congestión judicial.

Pide en consecuencia, se tutelen sus derechos a la libertad, debido proceso y acceso a la administración judicial y por ende se ordene al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas que le sustituya la caución prendaria por una juratoria con miras a disfrutar de su libertad condicional.

3.- CONTESTACIÓN

Del trámite constitucional se corrió traslado al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y se vinculó al abogado que representa los intereses del procesado en ese asunto, así como al Agente del Ministerio Público que interviene en el referido despacho, frente a lo cual solo se pronunció el primero quien informó lo siguiente:

- Por auto de abril 18 de 2017 se le concedió la libertad condicional al señor JORGE WILLIAM VALENCIA quien conforme al canon 64 C.P. debía suscribir diligencia de compromiso y dada la gravedad de la conducta -fue capturado con 48 kilos de cocaína- debía prestar caución por 20 s.m.l.m.v., decisión contra la cual no interpuso recurso alguno. En abril 25 solicitó la de rebaja de la caución por carecer de dinero para ello, por lo que por auto de abril 27 se ordenó oficiar a diferentes entidades para que certificaran la aludida carencia económica, tal petición la reiteró el actor en mayo 8  la cual se anexó al trámite, estándose a la espera de las respuestas pertinentes.

- La concesión de la libertad condicional está supeditada al cumplimiento de los requisitos previstos en el canon 64 C.P., considerándose la necesidad que el penado garantizara sus obligaciones con caución prendaria, sin que  sea de recibo que de interponer recursos -lo cual no hizo- estos demoraran meses y años en ser resueltos, pues la práctica enseña que tratándose de decisiones atinentes a la libertad, éstas tienen prioridad.

- La caución no fue impuesta de manera “caprichosa” para evitar que recobre la libertad, como lo expresa el actor, ya que la suma señalada deviene del estudio de la conducta por la que fue condenado, ya que el transporte de 48 kilos de cocaína, afecta altamente el bien jurídico de la salud pública; no obstante si de los elementos solicitados se encuentra  que carece de bienes y de allí se deduzca su incapacidad económica, se entrará a reconsiderar lo ordenado, como se ha hecho en otros casos.  Pide en consecuencia, se declare improcedente la acción constitucional.
- Con posterioridad a tal respuesta, el juzgado allegó copia del auto de mayo 22 de 2017, por medio del cual se le rebaja la caución prendaria a JORGE WILLIAM VALENCIA a tres (3) salarios mínimos legales mensuales, para materializar la libertad condicional, la cual puede  ser garantizada mediante póliza de seguros, por ser más acorde a su situación económica.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes, en especial las decisiones adoptadas por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, adiadas abril 18 y mayo 22 de 2017.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción constitucional ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso el interno JORGE WILLIAM VALENCIA concurre ante el juez constitucional, con el fin de que se amparen los derechos fundamentales que avizora vulnerados por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad quien se ha negado a sustituirle la caución prendaria tasada en 20 s.m.l.m.v. para acceder a la libertad condicional que le fue ordenada, por la caución juratoria, al carecer de recursos económicos para sufragar tal valor.
Con antelación a efectuar el análisis de fondo, considera pertinente la Colegiatura hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que en principio no resultaría procedente atacar por esta vía la decisión judicial, como lo hace el accionante, por cuanto la misma no configura una vía de hecho en ninguna de las modalidades que ampliamente ha señalado la jurisprudencia. Igualmente, la acción constitucional, como mecanismo subsidiario y residual, no puede ser utilizado como una tercera instancia, ni mucho menos para reemplazar los procedimientos ordinarios establecidos, pues aunque en este caso el actor podía hacer uso de los recursos contra la decisión que le impuso la caución prendaria, pero se abstuvo de hacerlo con fundamentos netamente subjetivos y acudió a la acción de tutela para que se resolviera de fondo lo pedido.

Debe indicarse también, que  han sido varias los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
, ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

Surge diáfano de lo anterior, que al encontrarse actualmente en curso el trámite que se adelanta en contra del señor JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Tales circunstancias conllevan a declarar la improcedencia de la acción constitucional, como así lo solicitó el despacho accionado, en tanto es evidente que la petición elevada por el actor aun surte su trámite. Mírese nada más que precisamente una vez el despacho recibió la información requerida con miras a determinar si el señor JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA carecía de recursos para sufragar la caución exigida, por auto de mayo 22 de 2017 consideró que se hacía merecedor a la reducción de la caución impuesta, la cual fijó en tres (3) salarios mínimos legales mensuales, con lo cual no solo se agotan las exigencias contenidas en los artículos 64 y 65 C.P., sino que además se le abre la posibilidad al accionante de sufragar dicho valor por medio de una póliza de seguros, como así lo señaló el a quo, la que por supuesto se puede amoldar más a la condición económica que ostenta y de dicha manera hacer efectiva la libertad que le fue otorgada.

No obstante todo lo anterior, estima la Sala que de la información arrimada al dossier se evidencian hechos externos a la providencia adoptada por el funcionario judicial que conllevan a predicar que el asunto aquí planteado tiene relevancia constitucional al avizorarse la afectación de la garantía del derecho de defensa del actor, como pasa a verse.

De la información que se arrimó a esta Corporación por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas, se aprecia una irregularidad consistente en que para la fecha en que fue resuelta la petición elevada por el interno JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA, este carecía de defensa técnica, en tanto dicho auto no fue notificado a defensor alguno y ello fue corroborado por  la escribiente de esta Corporación quien al indagar por el apoderado del actor para comunicarle su vinculación a esta tutela, se dejó constancia que el mismo no tiene apoderado, pese a las averiguaciones allí efectuadas con el Asesor Jurídico del despacho, lo que implica que el interno no contó con la debida asistencia de un profesional del derecho que lo orientara en relación con la decisión de abril 18 de 2017, que aunque resultó favorable a sus intereses al otorgársele la libertad condicional, en ésta se le fijó una caución prendaria que considera exagerada.

De lo mencionado se observa que aunque el juzgado profirió esa decisión en abril 18 de 2017, la misma no le ha sido notificada a un defensor técnico porque carecer de representación en la actuación, y tal situación aún persiste, pues aunque se profirió una nueva providencia en mayo 22 de 2017, por medio de la cual se le redujo la caución prendaria, esta no le ha sido comunicada a un apoderado judicial porque el despacho no le ha asignado uno que asista los intereses del señor VALENCIA GARCÍA.

Lo anterior, en sentir de la Corporación, vulnera el debido proceso y el derecho a la defensa que debe regir todas las actuaciones judiciales, sin exclusión alguna, pues no obstante que la inicial decisión por medio de la cual se le concedió la libertad condicional al señor JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA consultó parcialmente sus intereses, la que posteriormente se modificó en cuanto al monto de la caución por una cifra más asequible a sus posibilidades económicas, ello no puede relevar la obligación que le asiste al Estado de proveerle un apoderado judicial para que lo represente en el trámite, circunstancia ésta que no hizo el despacho accionado y que por ende debe ser objeto de salvaguarda por parte del juez constitucional en forma extra petita
.  
No puede desconocer el despacho que las decisiones adoptadas por el despacho, nos referimos a la de abril 18 y mayo 22 de 2017, son favorables al procesado, en tanto miradas de forma conjunta harían efectivo el derecho que le asiste al señor VALENCIA GARCÍA de disfrutar del beneficio liberatorio que le otorgó el Juzgado encargado de la vigilancia de la pena; empero, no obstante tal situación, en aras de reivindicar sus derechos fundamentales, se dejarán sin efectos los términos de ejecutoria del auto fechado abril 18 de 2017 proferido por el juzgado accionado por su indebida notificación, pues debió enterarse al defensor designado para el sentenciado por la Defensoría Pública, o a aquél nombrado de oficio, con el fin garantizarle al actor el ejercicio pleno de su derecho a una defensa técnica. En igual sentido, deberá comunicarse al profesional escogido el auto adiado mayo 22 de 2017.  
Al respecto, así se expresó el alto Tribunal Constitucional: 

“En estas condiciones, se advierte la concurrencia de una causal de procedibilidad de la acción constitucional, que en términos de la Corte Constitucional se configura cuando “una decisión judicial adoptada con respeto por el debido proceso; mediante una valoración probatoria plausible y conforme con los principios de la sana crítica; y fundamentada en una interpretación razonable de la ley sustancial, tiene como resultado la violación de derechos fundamentales al haber sido determinada o influenciada por aspectos externos al proceso, consistentes en fallas originadas en órganos estatales”.

Así las cosas y ante la irregularidad advertida no le queda otro camino a esta Colegiatura que dejar sin efectos el término de ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en abril 18 de 2017, y se ordenará a ese despacho que en el improrrogable plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este proveído, dé iniciación a los siguientes trámites: (i) adelante la gestión necesaria para obtener la designación de defensor adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Pública para el interno JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA, o en su defecto le sea asignado un defensor de oficio; (ii) se notifique al defensor nombrado los autos interlocutorios de fecha abril 18 y mayo 22 de 2017 -el que tampoco se le ha comunicado- con el fin de garantizar el debido proceso y derecho a la defensa técnica del sentenciado; y (iii) una vez surtidos los plazos de ejecutoria y en caso de presentarse recurso de apelación, deberá darle trámite a los mismos sin dilación alguna.
Se dispondrá además oficiar a la Defensora del Pueblo de esta Seccional, para enterarla de esta providencia con miras a facilitar la gestión dispuesta.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela por las razones expuestas en el cuerpo motivo de la presente providencia, pero SE TUTELAN los derechos fundamentales a la defensa y el debido proceso de los que es titular el señor JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA.
SEGUNDO: SE DEJA SIN EFECTOS el término de ejecutoria del auto de fecha abril 18 de 2017 proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual se le concedió al señor JORGE WILLIAM VALENCIA GARCÍA la libertad condicional previo pago de caución de 20 s.m.l.m.v., con el fin de restablecer los plazos de notificación de la referida providencia.

TERCERO: SE ORDENA al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir del momento de la notificación de esta sentencia, proceda en la forma indicada en el cuerpo motivo de la misma, con el fin de garantizar el derecho a una defensa técnica por parte del sentenciado VALENCIA GARCÍA.
CUARTO: Entérese de esta decisión a la Defensora del Pueblo Regional Risaralda, para los fines oficiales que corresponden.

QUINTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Al respecto pueden consultarse, entre otras, las Sentencias SU-484 de 2008, T-115 de 2015 y T-060 de 2016.


� Corte Constitucional, Sentencia T-590 de 2009.





Página 1 de 9

